Sentencia 32/2006, de 1 de febrero, en relación con el Real Decreto 1760/1998, de 31 de julio, por el que se determina la composición y funcionamiento del Consejo de la Red de Parques Nacionales, de las Comisiones Mixtas de Gestión de dichos Parques y de sus Patronatos

(publicada en el B.O.E. de 1.3.2006).

a)
Antecedentes

- Promotores de los conflictos:

• Diputación General de Aragón: (nº 5229/1998).

• Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía: (nº 5504/1998).

- Norma impugnada: Real Decreto 1760/1998, de 31 de julio, por el que se determina la composición y funcionamiento del Consejo de la Red de Parques Nacionales, de las Comisiones Mixtas de Gestión de dichos Parques y de sus Patronato.

- Extensión de la impugnación:

• Diputación General de Aragón: Artículos 1, 3 y 4 y contra las disposiciones adicionales 1ª, 2ª, 3ª, 4ª, 5ª, 6ª y 7ª del Real Decreto.
• Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía: Artículos 1, 3 y 4, disposiciones adicionales 1ª, 2ª, 4ª, 5ª, 6ª y 7ª, número 3 del Anexo I y número 7 del Anexo II del Real Decreto.
- Motivación de los conflictos: “Los Gobiernos de ambas Comunidades Autónomas consideran que los órganos de gestión de los parques nacionales que se regulan en dicho Real Decreto vulneran las competencias de aquéllas en materia de ‘medio ambiente’ y de ‘espacios naturales protegidos’ (arts. 35.1.5 y 37.3 del Estatuto de Autonomía de Aragón, en adelante EAAr., y 13.7 y 15.1.7 del Estatuto de Autonomía de Andalucía, en adelante EAAnd.). De modo subsidiario aducen también la infracción de sus competencias de autoorganización (arts. 35.1.1 EAAr. Y 13.1 EAAnd.)”.
b)
Comentario-resumen

1. En primer lugar, el Tribunal manifiesta que ambas Comunidades Autónomas se encuentran legitimadas para impugnar los preceptos que han sido objeto de los conflictos planteados, y que, por otra parte, las modificaciones que introdujo el Real Decreto 940/1999, hoy derogado, no inciden sobre el objeto de la actual controversia competencial. A continuación inicia el examen de las alegaciones presentadas.
Comienza señalando que “el encuadramiento competencial del Real Decreto 1760/1998, no suscita ninguna dificultad, pues éste, al igual que la Ley 41/1997, cuyo desarrollo reglamentario realiza, ha de incardinarse de modo principal en las materias de ‘medio ambiente’ y ‘espacios naturales protegidos’”. “En estas materias el reparto de competencias previsto en el bloque de la constitucionalidad se traduce en que el Estado dispone de la capacidad para establecer la legislación básica sobre protección del medio ambiente (art. 149.1.23ª CE), mientras que las Comunidades Autónomas promotoras de los conflictos han asumido las competencias de desarrollo legislativo y ejecución de dichas bases estatales, así como también la competencia exclusiva en materia de espacios naturales protegidos (arts. 35.1.5 y 37.3 EAAr. Y 13.7 y 5.1.7 EAAnd.)”. 

En relación con las alegaciones formuladas en las que rechazan el carácter básico de los preceptos impugnados, manifiesta la sentencia que “el carácter básico en su perspectiva formal del Real Decreto impugnado puede deducirse con facilidad de su estructura y contenido, ya que su articulado enlaza con la expresa previsión de la Ley y desarrolla su regulación en lo relativo a la organización y funcionamiento de las Comisiones Mixtas de Gestión y de los Patronatos de los parques nacionales”. (F.J. 6).

El Tribunal, tras declarar que en el art. 1 del Real Decreto no se aprecia ninguna vulneración de las competencias que las Comunidades Autónomas ostentan, aborda “el enjuiciamiento de los preceptos que regulan las Comisiones Mixtas de Gestión, incluyendo en este bloque el art. 3, las disposiciones adicionales 1ª y 7ª y el Anexo I, apartado 3”. 

2.
Con carácter general declara la sentencia en relación con este grupo de preceptos que, desarrollan el art. 23 de la Ley 4/1989 sobre el principio de gestión conjunta de los parques nacionales, que “el mismo no puede encontrar cobijo en las competencias básicas del Estado ni tampoco en las competencias y principios de coordinación y cooperación (STC 194/2004, F.J. 11, 12 y 13, respectivamente)”. Así pues comienza con el examen en concreto del art. 3, señalando al respecto que “los apartados 1 y 2 (que desarrollan el apartado 1 del art. 23 de la Ley), 3 y 5 (que desarrollan el apartado 2 del precepto legal), 4 (que desarrolla el apartado 3), 8 (que hace lo propio respecto del apartado 4) y 9 (que lo hace respecto del apartado 6) son todos ellos contrarios al reparto constitucional de competencias al desarrollar prescripciones contenidas en el art. 23 de la Ley 4/1989, que ya han sido declaradas inconstitucionales en la STC 194/2004, FFJJ 14 b) y 17 a)”. 

“Los apartados 7 (sólo impugnado por al Diputación General de Aragón), 10, 11 y 12 (este último sólo impugnado por dicha Comunidad), que contienen criterios organizativos y funcionales acerca de estas Comisiones Mixtas no previstos expresamente en el art. 23 de la Ley 4/1989, pero que se refieren a un órgano cuya existencia es inconstitucional, vulneran también por tal causa las competencias de las Comunidades impugnantes. Por igual razón el apartado 6 incurre en infracción del orden competencial, aun siendo una norma de remisión al Anexo I, pues, como acabamos de señalar, no se acomoda a dicho orden la existencia de estas Comisiones Mixtas”.

En cuanto a las disposiciones adicionales 1ª y 7ª manifiesta que vulneran las competencias de las Comunidades Autónomas por las razones expuestas en el anterior apartado, no obstante, “la Disposición adicional 7ª sólo infringe las competencias autonómicas en el inciso ‘y las Comisiones Mixtas de Gestión de los mismos’. No lo hace el establecimiento de un plazo para la constitución del Consejo de la Red de Parques Nacionales, órgano de carácter consultivo del Estado y de las Comunidades Autónomas cuya existencia no fue cuestionada en su momento respecto de la Ley 4/1989 (art. 22.ter) ni lo ha sido ahora en este Real Decreto 1760/1998 (art. 2), y respecto del cual hemos declarado que ‘ninguna tacha puede oponerse a que el legislador estatal haya creado un órgano de cooperación en la materia, integrando los diversos intereses en presencia y propiciando, en suma, que de dicho órgano puedan surgir recomendaciones o propuestas sobre los temas descritos que coadyuven a una mejor prestación de los servicios de gestión por parte de las Comunidades Autónomas’ {STC 194/2004, F.J. 14 a)]. Por consecuencia, depurado el precepto, tampoco invade las competencias autonómicas la intervención del organismo Autónomo estatal”. 

Respecto al Anexo I señala también que por las mismas razones vulnera también las competencias de la Comunidad Autónoma. (F.J. 7).

3.
Otro de los bloques de los preceptos impugnados “que se refieren a los Patronatos de los parques nacionales está integrado por el art. 4, las disposiciones adicionales 2ª, 3ª, 4ª, 5ª y 6ª y el Anexo II, 7.

Para el Tribunal el apartado 1 de este artículo 4 “sustancialmente desarrolla el art. 23.bis de la Ley 4/1989, declarado constitucional de acuerdo con la doctrina antes reproducida [STC 194/2004, F.J. 14 c)], ha de merecer por ello igual juicio, salvo en lo relativo a su inciso ‘que, a efectos administrativos, están adscritos al Ministerio de Medio Ambiente’, que vulnera las competencias de las Comunidades impugnantes. Dicho inciso, que ya figuraba en el art. 23.bis.5 de la Ley 4/1989, fue declarado inconstitucional [STC 194/2004, F.J. 14 c)] por las razones allí expuestas, lo que conduce ahora a seguir igual criterio. En cuanto a su último inciso (‘Su composición concreta se recoge en el Anexo II de este Real Decreto’), es una norma de remisión que merecerá el juicio correspondiente en el momento de examen de la impugnación del núm. 7 de dicho Anexo formulado por la Junta de Andalucía.
“En cuanto a su apartado 2 debemos examinar separadamente cada uno de sus epígrafes. El epígrafe a) responde al principio de paridad en la representación del Estado y de la correspondiente Comunidad Autónoma en el Patronato de cada parque (art. 23.bis.1 de la Ley 4/1989), y es conforme, por ello, con la doctrina antes reproducida, lo que determina su constitucionalidad (en igual sentido, STC 81/2005, F.J. 8), salvo, lógicamente, su último inciso (‘de los que, al manos, uno será miembro de la comisión Mixta de Gestión’), que vulnera las competencias autonómicas.

El epígrafe b) del mismo apartado 2 es conforme con el orden constitucional de competencias en su primer inciso, que refleja la representación autonómica en el Patronato en paridad con la del Estado, por lo ya argumentado. Su segundo inciso, atinente a la representación estatal y a la del conjunto de las Comunidades en el caso de los parques supracomunitarios, tampoco conculca las competencias autonómicas, de conformidad a lo que dejamos sentado respecto al art. 23.bis.2 de la Ley 4/1989 [STC 194/2004, F.J. 17 b)].

Los epígrafes c) y d) reflejan la representación de las Entidades Locales en el Patronato, debiendo reputarse conformes con el orden competencial, de modo similar a como ya hicimos en un supuesto similar respecto a la representación de los Ayuntamientos en el Patronato del Parque Nacional de Sierra Nevada (STC 81/2005, F.J. 8).
El epígrafe j) del apartado 2 tampoco vulnera las competencias de las Comunidades Autónomas impugnantes, en aplicación de nuestra doctrina, ‘pues la presencia en el Patronato de los Directores-Conservadores se justifica por su propio contenido’ [STC 194/2004, F.J. 14 c); en igualsentido, STC 81/2005, F.J. 8].
Por el contrario infringen las competencias de las Comunidades Autónomas de Aragón y Andalucía los epígrafes e), f), g), h), i) y k) de este apartado 2. En efecto, en el párrafo de la STC 194/2004, F.J. 14 c), antes reproducido al enunciar nuestro canon, ya dejamos dicho que en la regulación básica de los Patronatos cabe que el Estado discipline los aspectos más generales de la representación en el mismo, pero precisamos que ‘a partir de este enunciado general, la Comunidad Autónoma competente en el materia podrá desarrollar normativamente el contenido del precepto adecuándolo a las peculiaridades de cada caso’. Pues bien, este criterio general se concretó en el caso del Patronato del Parque Nacional de Sierra Nevada admitiendo el carácter básico de las representaciones estatal, autonómica y local, así como la presencia del Director-Conservador, pero consideramos inconstitucionales las restantes representaciones, pues ‘carecen de carácter básico y entran de lleno en el ámbito de la legislación de desarrollo normativo de competencia autonómica’ (STC 81/2005, F.J. 8).

Con igual fundamento al que se acaba de exponer ha de entenderse que vulneran las competencias de las Comunidades Autónomas impugnantes los apartados 3, 6 y 7. Y también lo hace el apartado 4, relativo al nombramiento de los Presidentes, que reproduce el criterio del art. 23.bis.3 de la Ley 4/1989, declarado inconstitucional [STC 194/2004, F.J. 14 c); en igual sentido STC 81/2005, F.J. 8]. Lo mismo ocurre con elapartado 5, sobre la Secretaría (STC 81/2005, F.J. 8).
Por el contrario ninguna infracción competencial se aprecia en el apartado 8, norma de simple remisión a la Ley 30/1992, de 26 de diciembre, y a las complementarias que establezca el Patronato, pues no se aduce, ni se aprecia, cuál sea la tacha concreta que dicha remisión determina”.
Por otra parte, en cuanto a la Disposición adicional 2ª declara que vulnera las competencias de las Comunidades Autónomas por lo que se refiere al nombramiento de Presidentes de Patronatos por el Estado.

Y respecto a la Disposición adicional 3ª “no conlleva infracción alguna del orden competencial, pues la naturaleza de órgano de cooperación que tiene el Consejo de la Red de Parques Nacionales habilita al Estado para que en el ejercicio de su función coordinadora adopte las medidas que se regulan, sin que la Comunidad de Aragón, única impugnante, haya aducido reproches concretos que podemos considerar a efectos del enjuiciamiento que resulta ahora procedente”.

Asimismo, las Disposiciones adicionales 4ª y 5ª vulneran las competencias de las Comunidades Autónomas, y también la vulnera la Disposición adicional 6ª en cuanto contiene “una cuestión relativa a la organización interna de los Patronatos que, de acuerdo con nuestro canon, no corresponde regular al Estado, sino a las Comunidades Autónomas”.
Por último, respecto al Anexo II, apartado 7, manifiesta la sentencia que, “sólo se adecúa al orden constitucional la regulación de la representación de las Administración estatal y autonómica en régimen de paridad y la de la Administración Local, pues las restantes representaciones han de ser establecidas por la legislación autonómica”. “Por esta razón conculcan las competencias de la Comunidad Autónoma de Andalucía, única Comunidad Autónoma que impugna esta disposición, los epígrafes a), g), h), i), j), k), l), m), n), ñ), y o) dicho apartado 7 del Anexo II del Real Decreto 1760/1998”. (F.J. 9).

4. Para terminar, en el Fallo de la sentencia el Tribunal decide:
5. 1º. Estimar parcialmente el conflicto positivo de competencia nº 5229/1998, interpuesto por la Diputación General de Aragón contra diversos preceptos del Real Decreto 1760/1998, de 31 de julio, por el que se determina la composición y funcionamiento del Consejo de la Red de Parques Nacionales, de las Comisiones Mixtas de Gestión de dichos Parques y de sus Patronatos, y, en consecuencia, declarar:

- Que vulneran las competencias de la Comunidad Autónoma de Aragón los siguientes preceptos de dicho Real Decreto: arts. 3; 4, apartado 1 en el inciso ‘que, a efectos administrativos están adscritos al Ministerio de Medio Ambiente’, apartado 2, epígrafe a), inciso ‘de los que, al menos, uno será miembro de la Comisión Mixta de Gestión’, e), f), g), h), i) y k), apartado 3, apartado 4, apartado 5, apartado 6, apartado 7; Disposición adicional 1ª, Disposición adicional 2ª, Disposición adicional 4ª, inciso ‘y de las Comunidades Autónomas’; Disposición adicional 5ª, Disposición adicional 6ª, y Disposición adicional 7ª, inciso ‘y las Comisiones Mixtas de Gestión de los mismos’.

- Desestimar el conflicto en todo lo demás.

2º. Estimar parcialmente el conflicto positivo de competencia nº 5504/1998, interpuesto por el Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía contra diversos preceptos del Real Decreto 1760/1998, de 31 de julio, por el que se determina la composición y funcionamiento del Consejo de la Red de Parques Nacionales, de las Comisiones Mixtas de Gestión de dichos Parques y de sus Patronatos, y, en consecuencia, declarar:
- Que vulneran las competencias de la Comunidad Autónoma de Andalucía los siguientes preceptos de dicho Real Decreto: arts. 3; 4, apartado 1 en su inciso ‘que, a efectos administrativos están adscritos al Ministerio de Medio Ambiente’, apartado 2, epígrafe a), inciso ‘de los que, al menos, uno será miembro de la Comisión Mixta de Gestión’, e), f), g), h), i) y k), apartado 3, apartado 4, apartado 5, apartado 6, apartado 7; Disposición adicional 1ª, Disposición adicional 2ª, Disposición adicional 4ª, inciso ‘y de las Comunidades Autónomas’; Disposición adicional 5ª, Disposición adicional 6ª, y Disposición adicional 7ª, inciso ‘y las Comisiones Mixtas de Gestión de los mismos’; Anexo I, apartado 3; Anexo II, apartado 7, epígrafes a), g), h), i), j),k), l), m), n), ñ) y o).

- Desestimar el conflicto en todo lo demás.”

VALORACIÓN COMPETENCIAL
En esta sentencia se aplica la doctrina ya consolidada en otras posteriores de la STC 194/2004 relativa a la gestión de parques nacionales y, desde la perspectiva del desarrollo autonómico, la misma no presenta especiales novedades más allá de las que allí se establecieron.
En aquella sentencia fueron declarados inconstitucionales algunos preceptos de la Ley 41/1997 (por la que se modificaba la Ley 4-1989 de Conservación de los Espacios Naturales y de la Flora y Fauna Silvestres), debido a que el Tribunal Constitucional consideró que «el principio de gestión conjunta de los parques nacionales…no puede encontrar cobijo en las competencias básicas del Estado ni tampoco en las competencias y principios de coordinación y cooperación».
En línea de aquella jurisprudencia sigue considerando lícito constitucionalmente que el Estado en su legislación pueda crear órganos de carácter consultivo del Estado y de las comunidades autónomas, como lo son el Consejo de la Red de Parques Nacionales y los Patronatos de Parques Nacionales, y lo ampara en facultad de coordinación general que ostenta el Estado.
También reitera la constitucionalidad de otorgar carácter básico al principio de paridad en la represtación del Estado y de la correspondiente comunidad autónoma, impuesto establecido en la ley estatal respecto a un órgano de coordinación. Delimita, por lo tanto, el contenido de la normativa básica a aquella representación paritaria estatal y autonómica, a la necesidad de participación de representación municipal en los órganos de coordinación, así como la necesaria presencia del Director-Conservador en los mismos. A partir de aquellas previsiones, corresponde a las comunidades autónomas su desarrollo normativo, en particular, la organización interna de aquello órganos.
